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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]LEY DE GARANTÍAS – Noción – Prohibición de los artículos 33 y 38

La Ley 996 de 2005, también conocida como la Ley de Garantías Electorales, tiene como finalidad establecer condiciones de igualdad y transparencia durante las contiendas electorales, así como prevenir que los recursos y las actuaciones de las entidades públicas sean utilizados para favorecer determinadas aspiraciones políticas. Para alcanzar tal propósito, el legislador estableció una serie de restricciones a la actividad de las entidades estatales y de los servidores públicos, particularmente en materia de contratación y uso de los recursos públicos.

En ese contexto, sobre el particular resulta necesario diferenciar las disposiciones contenidas en los artículos 33 y 38 de la mencionada ley, pues ambas establecen prohibiciones con ámbitos de aplicación subjetivos, materiales y temporales diferentes. El artículo 33 establece que, durante los cuatro (4) meses anteriores a la elección presidencial y hasta la realización de la segunda vuelta, si fuere el caso, queda prohibida la contratación directa por parte de todos los entes del Estado. Esta misma disposición contempla expresamente excepciones relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, los contratos de crédito público, la atención de emergencias educativas, sanitarias y desastres, la reconstrucción de infraestructura afectada por atentados, acciones terroristas, desastres naturales o fuerza mayor, y los contratos que deban realizar las entidades sanitarias y hospitalarias […]

Por su parte, el parágrafo del artículo 38 dispone que Los Gobernadores, Alcaldes Municipales y/o Distritales, Secretarios, Gerentes y directores de Entidades Descentralizadas del orden Municipal, Departamental o Distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista en las que participen los candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos.  […]

ALCANCE – Restricción del parágrafo del artículo 38 Ley 996 de 2005

[…] a diferencia del artículo 33 esta disposición contempla una restricción aplicable con ocasión de cualquier tipo de elección popular y tiene unos destinatarios expresamente determinados, esto es, los gobernadores, alcaldes municipales y distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital.

En materia contractual, la prohibición se concreta en la imposibilidad de celebrar convenios interadministrativos destinados a la ejecución de recursos públicos durante los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones. Así, para que opere la restricción deben concurrir los presupuestos previstos en la norma: i) que el negocio jurídico corresponda materialmente a un convenio interadministrativo; ii) que esté destinado a la ejecución de recursos públicos; iii) que intervenga alguno de los sujetos expresamente señalados en la disposición, en el ámbito de sus funciones; y iv) que su celebración tenga lugar durante el periodo de restricción electoral.

CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS – Artículo 95 de la Ley 489 de 1998

[…] el artículo 95 de la Ley 489 de 1998 contempla la posibilidad de que las entidades públicas se asocien con el fin de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios que se encuentren a su cargo. En estos negocios jurídicos las entidades concurren al desarrollo de un propósito común, mediante la articulación de esfuerzos, competencias, funciones o recursos, con intereses convergentes orientados al cumplimiento de finalidades estatales. Por regla general, no existe una relación de intercambio económico en la que una entidad actúe como contratante y otra como contratista, ni el reconocimiento de un precio como contraprestación por una prestación a favor de la otra.

CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS – Noción – Postura del consejo de estado – La disposición legal se refiere a los convenios interadministrativos – No es extensible a contratos

[…] los contratos interadministrativos se caracterizan por la existencia de obligaciones de contenido patrimonial y oneroso, en las que una entidad estatal asume la posición de contratante y otra la de contratista. En este escenario, las partes persiguen finalidades diferenciadas: la entidad contratante busca satisfacer una necesidad pública, mientras que la entidad contratista desarrolla las prestaciones a su cargo a cambio de una remuneración o contraprestación económica.

[…]

[…] el 10 de agosto de 2026, la Sección Tercera, Subsección A, del Consejo de Estado profirió sentencia dentro del expediente 11001-03-26-000-2025-00016-00 (72424), mediante la cual declaró la nulidad parcial del numeral 16.2 de la versión 3 de la Circular Externa Única de 2023.  Para sustentar la decisión la Corporación desarrolló aspectos puntuales: En primer lugar, reiteraron que aunque ambos constituyen acuerdos de voluntades celebrados entre entidades públicas, presentan diferencias en cuanto a su naturaleza, finalidad, objeto y obligaciones. Así, mientras los convenios interadministrativos responden a una finalidad de colaboración y cooperación para el cumplimiento de propósitos comunes, los contratos interadministrativos implican obligaciones de contenido patrimonial y una relación de intercambio económico entre las entidades. En consecuencia, no es jurídicamente admisible equiparar ambas figuras por el solo hecho de que sus partes sean entidades públicas o porque el ordenamiento jurídico contemple la posibilidad de acudir a la contratación directa para la celebración de contratos interadministrativos. Y en segundo lugar, el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 contiene una prohibición de naturaleza estatutaria, en cuanto desarrolla materias relacionadas con las garantías y condiciones de igualdad en las contiendas electorales. En ese sentido, al tratarse de una disposición prohibitiva, su interpretación debe ser restrictiva, de manera que no resulta procedente extender sus efectos a situaciones o categorías jurídicas que no fueron expresamente comprendidas por el legislador. De esta manera, la interpretación de la norma no puede realizarse mediante analogía o extensión para incorporar los contratos interadministrativos dentro de la prohibición prevista exclusivamente para los convenios interadministrativos.



























Bogotá D.C., 10 de Noviembre de 2026

Señor
Ramiro Díaz Castro
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Tunja, Boyacá
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Estimado Señor Díaz, Cordial saludo, 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 07 de octubre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…] A fin de dar cumplimiento a lo ordenado por la Fiscalía Cuarenta y Uno adscrita a la Unidad Seccional de Delitos Contra la Administración Pública de Boyacá dentro de la NUC 150016099163202515267 que se adelanta por el delito de PREVARICATO POR ACCION, respetuosamente me permito solicitar a Usted ordenar a quien corresponda informar si frente al dicho que los Convenios Interadministrativos que se citan a continuación podían celebrarse o no en vigencia de la Ley de Garantías Electorales y en el contexto de las elecciones territoriales para la vigencia 2023: 
 
1.- Convenio Interadministrativo No. 976 suscrito el 9 de agosto de 2023 entre ENRIQUE VERA LOPEZ en su calidad de Rector de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia UPTC, sede Tunja, Y JAVIER EDILBERTO FERNANDEZ NOPE en su calidad de Vicepresidente de Gestión Contractual (encargado) de la Agencia de Desarrollo Rural ADR cuyo objeto era: �AUNAR ESFUERZOS TECNICOS, ADMINISTRATIVOS Y FINANCIEROS PARA LA PRESTACION DEL SERVICIO PUBLICO DE EXTENSION AGROPECUARIA CONFORME A LO DISPUESTO EN LA LEY 1876 DE 2017, RESPONDIENDO A LAS NECESIDADES DEFINIDAS EN EL PROYECTO DE EXTENSION AGROPECUARIA DEL DEPARTAMENTO DE BOYACA�. 
 
2.- Convenio Interadministrativo COID No. 976 suscrito el 1 de agosto de 2023 entre ENRIQUE VERA LOPEZ en su calidad de Rector de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia UPTC, sede Tunja,  y LUIS DAVID GARZON CHAVES en representación del Ministerio del Deporte, objeto �AUNAR ESFUERZOS TECNICOS, ADMINISTRATIVOS Y FINANCIEROS PARA APOYAR EL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES DE LOS PROGRAMAS DE LA DIRECCION DE FOMENTO Y DESARROLLO, ENFOCADO A LA PROMOCION DEL DEPORTE, LA ACTIVIDAD FÍSICA Y LA RECREACIÓN Y SU IMPACTO SOCIAL EN LOS DEPARTAMENTOS DE BOYACA, SANTANDER Y NORTE DE SANTANDER�. 
 
3.- Convenio Interadministrativo No. 1136 suscrito el 4 de octubre de 2023 entre ENRIQUE VERA LOPEZ en su calidad de Rector de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia UPTC, sede Tunja, y JUAN CARLOS GONZALEZ VASQUEZ en su calidad de Vicepresidente de Gestión Contractual de la Agencia de Desarrollo Rural ADR, objeto �AUNAR ESFUERZOS TECNICOS, ADMINISTRATIVOS Y FINANCIEROS CON LA UNIVERSIDAD PEDAGOGICA Y TECNOLOGICA DE COLOMBIA UPTC PARA LA PRESTACION DEL SERVICIO PUBLICO DE EXTENSION AGROPECUARIA CONFORME A LO DISPUESTO EN LA LEY 1876 DE 2017 EN EL TERRITORIO NACIONAL�. 
 
4.- Convenio Interadministrativo No. 4237 suscrito el 5 de septiembre de 2023 entre ENRIQUE VERA LOPEZ en su calidad de Rector de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia UPTC, Sede Tunja, y FERNANDO AUGUSTO MEDINA GUTIERREZ en su calidad de Secretario General del Ministerio de Cultura, las Artes y los Saberes, objeto �PRESTAR POR PARTE DE LA UNIVERSIDAD LOS SERVICIOS ADMINISTRATIVOS, OPERATIVOS, TECNICOS, TECNOLOGICOS Y LOGISTICOS AL MINISTERIO PARA LA IMPLEMENTACION DEL PROGRAMA SONIDOS PARA LA CONSTRUCCION DE PAZ EN LOS AMBITOS DE FORMACION ARTISTICO Y MUSICAL, CIRCULACION ARTISTICA Y FORTALECIMIENTO EN TERRITORIOS PDET, ZOMAC, RURALIDAD DISPERSA Y/O TERRITORIOS PRIORIZADOS POR TEMA DE CONFLICTO A NIVEL NACIONAL�. 

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero señalando unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia abordará los siguientes problemas jurídicos: i) ¿La prohibición prevista en el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 impedía la celebración de convenios interadministrativos durante los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones territoriales de 2023? y ii) ¿cuál es el alcance de dicha restricción a partir de la diferenciación entre contratos y convenios interadministrativos desarrollada por la jurisprudencia reciente del Consejo de Estado?
 
2. Respuesta:

	Para responder el problema jurídico planteado, es importante precisar que el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 establece una prohibición específica para los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital, consistente en no celebrar convenios interadministrativos destinados a la ejecución de recursos públicos durante los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, cualquiera que sea la naturaleza de la contienda electoral.
En consecuencia, con ocasión de las elecciones de autoridades territoriales celebradas el 29 de octubre de 2023, dicha prohibición resultaba aplicable entre el 29 de junio y el 29 de octubre de 2023, respecto de los sujetos expresamente señalados en la disposición, siempre que el negocio jurídico correspondiera materialmente a un convenio interadministrativo destinado a la ejecución de recursos públicos y su celebración se hubiera perfeccionado durante dicho periodo.
Ahora bien, para establecer la procedencia de la restricción, resulta indispensable distinguir entre los contratos y los convenios interadministrativos, pues, aunque ambas figuras corresponden a acuerdos de voluntades celebrados entre entidades estatales, su naturaleza, objeto y finalidad son diferentes. Al respecto, la jurisprudencia reciente del Consejo de Estado[footnoteRef:1] precisó que la prohibición del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 comprende exclusivamente los convenios interadministrativos destinados a la ejecución de recursos públicos y no puede extenderse a los contratos interadministrativos. En dicha providencia, el Consejo de Estado declaró la nulidad parcial del numeral 16.2 de la versión 3 de la Circular Externa Única expedida por Colombia Compra Eficiente el 27 de diciembre de 2023, específicamente en los apartes que equiparaban ambas figuras para efectos de la aplicación de la prohibición electoral. [1:  Consejo de Estado. Sentencia del 10 de agosto de 2026, proferida por la Sección Tercera, Subsección A, dentro del expediente 11001-03-26-000-2025-00016-00 (72424),] 

Por otra parte, debe diferenciarse esta restricción de aquella prevista en el artículo 33 de la Ley 996 de 2005, que prohíbe la contratación directa por parte de todos los entes del Estado durante los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones presidenciales. Por consiguiente, dicha disposición no constituye, por sí misma, una prohibición general de contratación directa aplicable a las elecciones territoriales de 2023.
Sin perjuicio de lo anterior, es necesario señalar que la ANCP- CCE en ejercicio de sus competencias legales, no puede determinar si los convenios interadministrativos particulares referidos en la solicitud podían o no celebrarse, ni establecer la legalidad de las actuaciones adelantadas por las entidades involucradas. Debido a que, tal valoración supone examinar las condiciones particulares de cada negocio jurídico, sus documentos, objeto, obligaciones, sujetos intervinientes, destinación de los recursos y circunstancias de celebración, entre otros elementos cuya valoración corresponde a las autoridades competentes. En ese sentido, el presente concepto se limita a exponer los criterios generales de interpretación y aplicación de las disposiciones legales y jurisprudenciales relacionadas con la materia, sin calificar los negocios jurídicos objeto de la actuación penal identificada con NUC 150016099163202515267, ni emitir pronunciamiento alguno sobre la eventual configuración de conductas punibles o responsabilidades individuales.
Para concluir se advierte que, el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual dentro del marco de sus competencias, sin que corresponda a Colombia Compra Eficiente validar o avalar sus actuaciones.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. El Decreto Ley 4170 de 2011, por medio del cual se creó la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, estableció como objeto de la entidad desarrollar e impulsar políticas públicas y herramientas orientadas a la organización y articulación de los partícipes en los procesos de compras y contratación pública, con el propósito de lograr una mayor eficiencia, transparencia y optimización de los recursos del Estado. En concordancia con lo anterior, el numeral 5 del artículo 3 del citado decreto establece que corresponde a la Agencia absolver consultas sobre la aplicación de normas de carácter general y expedir circulares externas en materia de compras y contratación pública. De manera específica, el numeral 8 del artículo 11 ibidem atribuye a la Subdirección de Gestión Contractual la función de absolver consultas sobre la aplicación de normas de carácter general.
De acuerdo con estas disposiciones, la competencia consultiva de la Subdirección de Gestión Contractual se circunscribe a interpretar y explicar el alcance de las disposiciones generales que regulan la contratación estatal, así como orientar a los partícipes del Sistema de Compra Pública sobre su aplicación. Por consiguiente, dicha competencia no comprende la facultad de resolver controversias contractuales, determinar la validez o legalidad de negocios jurídicos particulares, establecer si las actuaciones de una entidad estatal se ajustaron a derecho en circunstancias fácticas específicas o sustituir las valoraciones que corresponden a los organismos de control y a las autoridades judiciales.
Lo anterior adquiere especial relevancia en el asunto objeto de consulta, toda vez que la solicitud se formula en el marco de una investigación adelantada por la Fiscalía.  En este contexto, aunque la solicitud plantea la necesidad de establecer si determinados convenios interadministrativos podían celebrarse durante la vigencia de la Ley de Garantías Electorales, emitir una conclusión afirmativa o negativa sobre cada uno de ellos supondría efectuar un juicio de legalidad particular, para lo cual sería necesario examinar integralmente sus antecedentes, contenido, condiciones de perfeccionamiento y ejecución, así como las circunstancias en las que fueron suscritos.
En consecuencia, esta Agencia puede proporcionar el marco jurídico general aplicable y exponer los criterios interpretativos desarrollados en su doctrina y en la jurisprudencia, pero no sustituir a la autoridad investigadora en la valoración de los hechos y elementos probatorios que sustentan la actuación penal, ni determinar la configuración de una conducta punible.
ii. La Ley 996 de 2005, también conocida como la Ley de Garantías Electorales, tiene como finalidad establecer condiciones de igualdad y transparencia durante las contiendas electorales, así como prevenir que los recursos y las actuaciones de las entidades públicas sean utilizados para favorecer determinadas aspiraciones políticas. Para alcanzar tal propósito, el legislador estableció una serie de restricciones a la actividad de las entidades estatales y de los servidores públicos, particularmente en materia de contratación y uso de los recursos públicos. 
En ese contexto, sobre el particular resulta necesario diferenciar las disposiciones contenidas en los artículos 33 y 38 de la mencionada ley, pues ambas establecen prohibiciones con ámbitos de aplicación subjetivos, materiales y temporales diferentes. El artículo 33 establece que, durante los cuatro (4) meses anteriores a la elección presidencial y hasta la realización de la segunda vuelta, si fuere el caso, queda prohibida la contratación directa por parte de todos los entes del Estado. Esta misma disposición contempla expresamente excepciones relacionadas con la defensa y seguridad del Estado, los contratos de crédito público, la atención de emergencias educativas, sanitarias y desastres, la reconstrucción de infraestructura afectada por atentados, acciones terroristas, desastres naturales o fuerza mayor, y los contratos que deban realizar las entidades sanitarias y hospitalarias. En relación con su ámbito de aplicación, debe destacarse que esta prohibición opera respecto de todos los entes estatales y se encuentra circunscrita a los periodos previos a las elecciones presidenciales. Por tanto, no constituye una restricción general que se active automáticamente con ocasión de las elecciones territoriales. En cuanto a su alcance material, la prohibición recae sobre la contratación directa, sin que pueda equipararse a una prohibición general para adelantar las demás modalidades de selección que permiten la convocatoria pública y la pluralidad de oferentes. 
Por su parte, el parágrafo del artículo 38 dispone que Los Gobernadores, Alcaldes Municipales y/o Distritales, Secretarios, Gerentes y directores de Entidades Descentralizadas del orden Municipal, Departamental o Distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones de carácter proselitista en las que participen los candidatos a cargos de elección popular. Tampoco podrán hacerlo cuando participen voceros de los candidatos. Se evidencia que, a diferencia del artículo 33 esta disposición contempla una restricción aplicable con ocasión de cualquier tipo de elección popular y tiene unos destinatarios expresamente determinados, esto es, los gobernadores, alcaldes municipales y distritales, secretarios, gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital.
En materia contractual, la prohibición se concreta en la imposibilidad de celebrar convenios interadministrativos destinados a la ejecución de recursos públicos durante los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones. Así, para que opere la restricción deben concurrir los presupuestos previstos en la norma: i) que el negocio jurídico corresponda materialmente a un convenio interadministrativo; ii) que esté destinado a la ejecución de recursos públicos; iii) que intervenga alguno de los sujetos expresamente señalados en la disposición, en el ámbito de sus funciones; y iv) que su celebración tenga lugar durante el periodo de restricción electoral.
Es importante precisar que la norma no condiciona la aplicación de la prohibición a que la otra entidad estatal que suscribe el convenio pertenezca al mismo orden territorial. Por consiguiente, la naturaleza nacional o territorial de la entidad con la que se celebra el negocio jurídico no modifica, por sí sola, el alcance subjetivo de la restricción respecto de las autoridades expresamente señaladas por el legislador. De igual manera, la prohibición se refiere a la celebración del convenio, por lo que resulta necesario identificar el momento en que el negocio jurídico se perfeccionó, y no limitar el análisis a la fecha de inicio de su ejecución material o al momento en que se efectuaron los desembolsos correspondientes. En este sentido, tratándose de entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, deben considerarse las reglas sobre formación y perfeccionamiento previstas en los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993, sin perjuicio de las particularidades del régimen jurídico aplicable a cada entidad y de la naturaleza del negocio celebrado.

iii. Para establecer el alcance de la restricción prevista en el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, es indispensable determinar qué debe entenderse por convenio interadministrativo y diferenciarlo de los contratos interadministrativos. En primer lugar debe señalarse que ambas figuras comparten un elemento orgánico: son acuerdos de voluntades en los que intervienen entidades estatales; por consiguiente, la naturaleza interadministrativa del negocio jurídico se determina por la calidad de los sujetos que concurren a su celebración, independientemente de que estos se encuentren sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública o a un régimen especial. Sin embargo, la naturaleza de contrato o convenio no depende exclusivamente de la condición pública de los sujetos intervinientes, sino del contenido material del acuerdo, de las obligaciones que asumen las partes y de la finalidad que persigue el negocio jurídico.
En relación con los convenios interadministrativos, el artículo 95 de la Ley 489 de 1998 contempla la posibilidad de que las entidades públicas se asocien con el fin de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios que se encuentren a su cargo. En estos negocios jurídicos las entidades concurren al desarrollo de un propósito común, mediante la articulación de esfuerzos, competencias, funciones o recursos, con intereses convergentes orientados al cumplimiento de finalidades estatales. Por regla general, no existe una relación de intercambio económico en la que una entidad actúe como contratante y otra como contratista, ni el reconocimiento de un precio como contraprestación por una prestación a favor de la otra.
Por su parte, los contratos interadministrativos se caracterizan por la existencia de obligaciones de contenido patrimonial y oneroso, en las que una entidad estatal asume la posición de contratante y otra la de contratista. En este escenario, las partes persiguen finalidades diferenciadas: la entidad contratante busca satisfacer una necesidad pública, mientras que la entidad contratista desarrolla las prestaciones a su cargo a cambio de una remuneración o contraprestación económica.
Esta diferenciación ha sido desarrollada por el Consejo de Estado y recogida por la Agencia en el Concepto C-233 de 2026, en el que se precisó que los convenios interadministrativos se caracterizan por la cooperación entre entidades públicas para alcanzar fines comunes, mientras que los contratos interadministrativos suponen prestaciones de contenido patrimonial y la existencia de intereses diferenciados entre contratante y contratista. En consecuencia, para determinar la naturaleza del negocio jurídico no resulta suficiente atender a su denominación formal, a la calidad pública de las entidades intervinientes o a la modalidad de selección utilizada. Tampoco el hecho de que el negocio jurídico contemple la transferencia o asignación de recursos públicos determina, por sí mismo, que se trate de un contrato o de un convenio interadministrativo. En efecto, debe examinarse si dichos recursos constituyen aportes dirigidos a desarrollar conjuntamente una finalidad común o si corresponden a una contraprestación económica por los bienes o servicios que una entidad se obliga a suministrar a favor de la otra. 
De esta manera, el análisis debe considerar integralmente el objeto, la causa, la finalidad, las obligaciones, la distribución de responsabilidades y la naturaleza de las prestaciones pactadas. Esta distinción es particularmente relevante para la aplicación de la Ley de Garantías Electorales, dado que el legislador circunscribió la prohibición del parágrafo del artículo 38 a los convenios interadministrativos destinados a la ejecución de recursos públicos, sin incluir expresamente los contratos interadministrativos.
iv. Así las cosas, la interpretación el alcance de la prohibición prevista en el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 ha sido objeto de desarrollo tanto en la doctrina de la Agencia como en la jurisprudencia del Consejo de Estado. En una primera etapa, la versión 02 de la Circular Externa Única expedida por esta Agencia contenía una interpretación conforme a la cual la prohibición de celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos comprendía también los contratos interadministrativos. Esta postura se fundamentaba, principalmente, en la necesidad de impedir que, durante los periodos electorales, los recursos públicos fueran utilizados para incidir indebidamente en las condiciones de igualdad de las contiendas democráticas.
No obstante, el Consejo de Estado mediante providencia decretó la suspensión provisional de los apartes de la Circular Externa Única de 2022 que extendían la prohibición a los contratos interadministrativos[footnoteRef:2]. Posteriormente, mediante sentencia del 17 de octubre de 2025, la Sección Tercera, Subsección B, declaró su nulidad parcial. En dicha oportunidad, la Corporación consideró que la disposición legal se refería expresamente a los convenios interadministrativos y que no resultaba admisible extender una prohibición a los contratos interadministrativos mediante una interpretación analógica o extensiva, en la medida en que se trata de figuras jurídicas diferentes. [2:  Consejo de Estado. Providencia del 04 de octubre de 2024, dentro del expediente 11001-03-26-000-2023-00139-00 (70.313).
] 

Con posterioridad, mediante auto del 6 de noviembre de 2025, la Sección Tercera, Subsección A, del Consejo de Estado decretó la suspensión provisional de los apartes correspondientes del numeral 16.2 de la versión 3 de la Circular Externa Única del 27 de diciembre de 2023, que reproducían la interpretación cuestionada. En ese contexto, la Agencia desarrolló nuevamente el alcance de la restricción electoral en los conceptos C-185 de 2026, C-233 de 2026, C-506 de 2026 y C-575 de 2026, en los cuales recogió la distinción entre contratos y convenios interadministrativos, así como los criterios jurisprudenciales relacionados con el alcance del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005.
En particular, a través del Concepto C-233 de 2026 se desarrolló la naturaleza y diferencias de ambas figuras, precisando que la calificación del negocio depende de las obligaciones efectivamente asumidas por las entidades y de la finalidad perseguida, mientras que los conceptos C-185 y C-506 de 2026 reiteraron los ámbitos de aplicación de las restricciones previstas en los artículos 33 y 38 de la Ley de Garantías.
Posteriormente, el 10 de agosto de 2026, la Sección Tercera, Subsección A, del Consejo de Estado profirió sentencia dentro del expediente 11001-03-26-000-2025-00016-00 (72424), mediante la cual declaró la nulidad parcial del numeral 16.2 de la versión 3 de la Circular Externa Única de 2023.  Para sustentar la decisión la Corporación desarrolló aspectos puntuales: En primer lugar, reiteraron que aunque ambos constituyen acuerdos de voluntades celebrados entre entidades públicas, presentan diferencias en cuanto a su naturaleza, finalidad, objeto y obligaciones. Así, mientras los convenios interadministrativos responden a una finalidad de colaboración y cooperación para el cumplimiento de propósitos comunes, los contratos interadministrativos implican obligaciones de contenido patrimonial y una relación de intercambio económico entre las entidades. En consecuencia, no es jurídicamente admisible equiparar ambas figuras por el solo hecho de que sus partes sean entidades públicas o porque el ordenamiento jurídico contemple la posibilidad de acudir a la contratación directa para la celebración de contratos interadministrativos. Y en segundo lugar, el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 contiene una prohibición de naturaleza estatutaria, en cuanto desarrolla materias relacionadas con las garantías y condiciones de igualdad en las contiendas electorales. En ese sentido, al tratarse de una disposición prohibitiva, su interpretación debe ser restrictiva, de manera que no resulta procedente extender sus efectos a situaciones o categorías jurídicas que no fueron expresamente comprendidas por el legislador. De esta manera, la interpretación de la norma no puede realizarse mediante analogía o extensión para incorporar los contratos interadministrativos dentro de la prohibición prevista exclusivamente para los convenios interadministrativos. 
En este punto es importante precisar que, dicha decisión de la Corporación no elimina ni modifica la prohibición legal de celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos, más bien, la decisión se circunscribe a retirar del ordenamiento los apartes de la Circular que extendían dicha restricción a los contratos interadministrativos y que justificaban la equiparación de ambas figuras. Adicionalmente, la Corporación aclaró que esta decisión no afecta la prohibición prevista en el artículo 33 de la Ley 996 de 2005, relativa a la contratación directa durante el periodo previo a las elecciones presidenciales, la cual conserva plena vigencia.
Al respecto, dicha postura jurisprudencia ha sido acogida por esta Agencia en el Concepto C-1534 del 23 de octubre del presente, en el cual se reiteraron los ámbitos temporales y subjetivos de las restricciones previstas en los artículos 33 y 38 de la Ley 996 de 2005, así como el criterio según el cual la celebración contractual se relaciona con el perfeccionamiento del negocio jurídico.
	v. De acuerdo con las consideraciones expuestas, para determinar el alcance de la restricción electoral en el contexto de las elecciones territoriales celebradas el 29 de octubre de 2023, debe atenderse principalmente al parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005. En efecto, para dicho proceso electoral, el periodo de cuatro (4) meses previsto en la disposición transcurrió entre el 29 de junio y el 29 de octubre de 2023; en este escenario la aplicación de la prohibición debe examinarse a partir de la concurrencia de los siguientes presupuestos:
En primer lugar, debe verificarse que la celebración del negocio jurídico involucre alguno de los sujetos expresamente señalados en el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, esto es, gobernadores, alcaldes municipales o distritales, secretarios, gerentes o directores de entidades descentralizadas del orden municipal, departamental o distrital. En segundo lugar, debe establecerse que el acuerdo corresponda materialmente a un convenio interadministrativo, atendiendo a su objeto, finalidad, obligaciones y propósito de cooperación entre las entidades públicas, ya que no resulta suficiente que el documento haya sido denominado convenio o que sus partes sean entidades estatales. En tercer lugar, se debe verificar que el convenio tenga por objeto la ejecución de recursos públicos, de acuerdo con su contenido material y las obligaciones asumidas por las entidades participantes. En cuarto lugar, se debe establecer que el convenio haya sido celebrado o perfeccionado dentro del periodo de restricción, esto es, entre el 29 de junio y el 29 de octubre de 2023, de conformidad con las reglas de formación y perfeccionamiento aplicables al negocio jurídico. 
En este orden de ideas, en los casos en que concurren estos presupuestos, la celebración del convenio se encuentra comprendida en la prohibición del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005. Por el contrario, si del análisis de su contenido material se establece que el negocio jurídico corresponde a un contrato interadministrativo, no resultaría procedente aplicar la prohibición del parágrafo del artículo 38 por el solo hecho de haberse celebrado durante los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones territoriales de 2023, en la medida en que la restricción legal no comprende esta tipología negocial. Lo anterior no significa que los contratos interadministrativos se encuentren exentos de las demás disposiciones del ordenamiento jurídico que regulan la contratación estatal, ni que puedan utilizarse para desconocer las restantes prohibiciones de la Ley 996 de 2005, particularmente aquellas relacionadas con la participación en política y la destinación de recursos públicos a actividades proselitistas.
A su vez, debe precisarse que la prohibición del artículo 33 de la Ley 996 de 2005 no puede utilizarse como fundamento para extender a las elecciones territoriales una restricción de contratación directa que el legislador circunscribió al periodo previo a las elecciones presidenciales.
En consecuencia, la determinación de si un negocio jurídico celebrado durante el periodo electoral de 2023 se encontraba o no comprendido en la prohibición exige establecer, a partir de sus características particulares, si correspondía a un convenio interadministrativo destinado a la ejecución de recursos públicos o, por el contrario, a un contrato interadministrativo con obligaciones de contenido patrimonial y contraprestaciones recíprocas.
vi. Finalmente, teniendo en cuenta que la petición se formula con ocasión de una actuación adelantada por la Fiscalía resulta pertinente reiterar los límites de la competencia consultiva de la Subdirección de Gestión Contractual. En efecto, establecer si los convenios interadministrativos identificados en la solicitud podían celebrarse o no durante el periodo de restricciones electorales de 2023 requiere examinar, entre otros aspectos, la naturaleza jurídica de las entidades intervinientes, la calidad de los servidores públicos que participaron en su celebración, el objeto de cada negocio, las obligaciones pactadas, la destinación de los recursos públicos, el régimen jurídico aplicable y la fecha en la que se perfeccionaron.
En ese orden de ideas, dicha valoración no corresponde a un ejercicio de interpretación general de las normas de contratación pública, sino a un análisis particular de situaciones jurídicas consolidadas y de los elementos fácticos y probatorios relacionados con cada negocio. Por ello corresponde a las entidades estatales que celebraron los respectivos instrumentos verificar las condiciones jurídicas de su actuación, y a las autoridades administrativas, de control y judiciales competentes valorar, en el marco de sus atribuciones, las circunstancias particulares en que aquellos fueron suscritos.
En particular, la determinación de la eventual configuración del delito de prevaricato por acción, así como la valoración de los elementos objetivos y subjetivos que estructuran dicha conducta, corresponde a las autoridades competentes dentro del proceso penal, sin que pueda ser objeto de pronunciamiento por parte de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente.
Por tanto, las consideraciones contenidas en el presente concepto constituyen criterios generales de interpretación de las disposiciones legales y jurisprudenciales aplicables a la materia, que podrán ser considerados por las autoridades competentes en el ejercicio de sus funciones, sin que necesariamente impliquen una calificación de la legalidad de los convenios interadministrativos mencionados en la petición o de las actuaciones de los servidores públicos involucrados.




4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Ley 996 de 2005, artículos 33 y 38.
· Decreto Ley 4170 de 2011, artículo 3, numeral 5.
· Ley 489 de 1998, artículo 95.
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B. Auto del 4 de octubre de 2024. Expediente 11001-03-26-000-2023-00139-00 (70.313). C.P. Fredy Ibarra Martínez.
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Sentencia del 10 de agosto de 2026. Expediente 11001-03-26-000-2025-00016-00 (72.424). C.P. Fernando Alexei Pardo Flórez.
· Agencia Nacional de Contratación Pública. Conceptos C-185 de 2026; C-233 de 2026; C-506 de 2026; C-575 de 2026; C-1534 de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

En lo relacionado con el ámbito de la consulta, esta Subdirección se ha pronunciado sobre la finalidad y propósito de la Ley de Garantías Electorales, en los Conceptos 4201913000004536 de 17 de julio de 2019, 4201912000005556 del 12 de septiembre de 2019, 4201913000005175 del 13 de septiembre de 2019, 4201913000006452 del 07 de octubre de 2019, 4201913000005082 del 17 de octubre de 2019, 4201913000006306 del 21 de octubre de 2019, 4201912000006552 del 07 de noviembre de 2019, 4201913000006604 del 17 de diciembre de 2019,  C-227 del 24 de mayo de 2021 y 396 del 13 de agosto de 2021, C-439 del 27 de agosto de 2021, C-456 del 3 de septiembre, C-481 del 9 de septiembre de 2021, C- 528 del 27 de septiembre de 2021, C-550 del 5 de octubre de 2021 y C-523 del 10 de octubre de 2021, C-606 del 28 de octubre de 2021 y C-614 del 2 de noviembre de 2021, C-636 del 16 de noviembre de 2021, 681 del 7 de diciembre de 2021, C-686 del 21 de diciembre de 2021, C-697 del 3 de enero de 2022, C-317 del 25 de abril de 2025, C-510 del 4 de junio de 2025, 646 del 26 de junio de 2025, C-957 del 23 de agosto de 2025, C-975 del 28 de agosto de 2025, C-1015 del 4 de septiembre de 2025, C-1096 del 28 de agosto de 2025, C-1174 del 29 de septiembre de 2025, C- 1170 del 16 de septiembre de 2025, C-1194 del 3 de octubre de 2025, C-1343 del 20 de octubre de 2025, C-1350 del 1˚ de octubre de 2025, C-1401 del 22 de octubre de 2025, C-1512 del 27 de octubre de 2025, C-1488 del 30 de octubre de 2025, C-1596 del 6 de noviembre de 2025, C-1509 del 19 de noviembre de 2025, C-1548 del 2 de diciembre de 2025, C-1773 del 5 de diciembre de 2025, C-1646 del 17 de diciembre de 2025, C-1703 del 29 de diciembre de 2025, C-068 del 27 de enero de 2026, C-111 del 6 de febrero de 2026, C-127 del 6 de febrero de 2026, C-221 del 26 de marzo de 2026, y C-1139 del 27 de agosto de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.   

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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